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SEGURIDAD COLECTIVA:  
NUEVA POLÍTICA DE SEGURIDAD 
HEMISFÉRICA PARA AMÉRICA LATINA

Resumen

La preocupación de los latinoamericanos por sus demo-
cracias y el deseo aparente de regresar a formas auto-
ritarias de gobierno indica la presencia de un debate 
sobre gobernabilidad, globalidad y seguridad. Existe un 
conjunto de amenazas que son analizadas en el presente 
documento, entre ellas, los delitos transnacionales; la 
presencia creciente del narcotráfico; la tendencia al 
armamentismo de la región; la seguridad alimentaria 
frente a la necesidad de biocombustibles; los peligros 
presentes en el calentamiento global, que son cada día 
más perceptibles, y la crisis del modelo de seguridad 
hemisférica oficializado en el Protocolo de Río de Janeiro 
de 1942. La presencia de estos factores perturbadores 
hace imperiosa la necesidad de diseñar un nuevo modelo 
de seguridad hemisférica colectiva, que suprima las 
agresiones, desarrolle políticas persuasivas de seguri-
dad basadas en la concertación y la legitimación social. 

Abstract: 

The concern of the Latin Americans for their democra-
cies and their apparent desire to return to authoritarian 
forms of government indicates the presence of a debate 
on governance and global security. There is a number of 
threats that are analyzed in this document, including trans-
national crime, the growing presence of drug trafficking, 

the trend of weaponry in the region, food security facing 
the need for biofuels, hazards in global warming which 
are becoming more visible, and the crisis of the model of 
hemispheric security, formalized with the Protocol of Rio 
de Janeiro, 1942. The presence of these disturbing fac-
tors makes imperative the need to design a new model of 
collective security in the hemisphere, which suppresses 
aggression and develops security policies based on per-
suasive dialogue and social legitimacy.
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Documento preparado por la 

Corporación Escenarios para el IX Foro de 

Biarritz, noviembre de 2008.

Gobernabilidad, globalidad y seguridad en América 
Latina
Un estudio del Programa de Naciones 

Unidas para el Desarrollo (PNUD) registró, 

con preocupación, que el nivel de satisfac-

ción de los latinoamericanos con sus demo-

cracias pasó del 62% al 52% al finalizar el 

siglo XX. Algunos, ligeramente, asociaron 

esta opinión con un aparente deseo de los 

ciudadanos por regresar a las formas auto-

ritarias de gobierno del pasado, cuando, en 

la realidad, lo que este sentimiento colec-

tivo expresa son los altos niveles de insatis-

facción de la gente con los gobiernos por su 

incapacidad para mejorar sus condiciones 

sociales de vida y abrir más puertas institu-

cionales en sus posibilidades de participa-

ción política (Samper, 2008).

 Este sentimiento colectivo coincide con 

una crisis de gobernabilidad explicable en 

la incapacidad de los modelos de desarrollo 

adoptados durante los años noventa, para 

asegurar niveles aceptables de crecimiento y 

equidad social en la región; aunque el pano-

rama social mejoró en muchos frentes como 

la cobertura educativa, el alfabetismo o la 

atención básica en salud, empezando por la 

nutrición infantil, la aplicación de medidas 

fiscales de choque desestimularon el empleo, 

pauperizaron los salarios y añadieron cien 

millones de nuevos pobres al ya preocupante 

escenario de desigualdad social que había 

caracterizado a América Latina durante 

muchos años. Esta situación se tradujo, a su 

vez, en una gran insatisfacción social que 

adoptó formas de protesta a través de la pro-

liferación de marchas, huelgas y paros cívi-

cos promovidos por movimientos sociales 

en lo que se conoció, gráficamente, como 

“la democracia callejera”. 

El segundo factor estuvo relacionado 

con el surgimiento y en algunos países, el 

recrudecimiento, de unas patologías glo-

bales como el narcotráfico, el terrorismo, 

la corrupción o el armamentismo cuya 

dinámica se potenció con la liberación de 

las barreras y la apertura de nuevos canales 

propios de la globalización. Estos “tráficos 

ilícitos” continúan hoy desafiando las posi-

bilidades domésticas de los gobiernos para 

enfrentarlos. 

Finalmente, está la incapacidad de 

los sistemas políticos latinoamerica-

nos–gobiernos, partidos, congresos– para 

enfrentar estas dramáticas realidades de 

fragmentación social, desafío institucional 

y representación ciudadana. Como resul-

tado la región latinoamericana es hoy más 

insegura que ayer.
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Los países latinoamericanos sortearon 

con éxito, en la Cumbre de Río celebrada 

este año en la ciudad de Santo Domingo, 

República Dominicana, una de las más 

graves crisis políticas en la reciente histo-

ria diplomática de la región. La incursión 

de las fuerzas armadas colombianas en 

territorio ecuatoriano para dar de baja a 

Raúl Reyes, el segundo hombre al mando 

de las Fuerzas Armadas Revolucionarias 

de Colombia (FARC), provocó la explica-

ble reacción del gobierno del Presidente 

Correa del Ecuador y la solidaridad activa 

de varios países, algunos de los cuales lle-

garon a romper, por cuenta del incidente, 

relaciones diplomáticas con Colombia, 

como Venezuela y Nicaragua. Sin entrar a 

cuestionar las razones que tuvo Colombia 

para tomar esta decisión o las de Ecuador 

para rechazarlas, lo cierto es que esta crisis 

ha vuelto a colocar sobre la mesa las con-

diciones de precariedad y obsolescencia de 

la actual política de seguridad hemisférica 

contra la cual  parecen conspirar nuevas 

amenazas y antiguas amenazas resucita-

das. La región no está en calma y su gober-

nabilidad, por cuenta de estos desafíos, se 

encuentra cuestionada.

Se sabe, por ejemplo, de la reciente 

conformación de una Coordinadora 

Continental Bolivariana, liderada por las 

FARC, conformada por varios centenares 

de organizaciones sociales y cívicas de dis-

tintos países que se han declarado partida-

rias del camino de la lucha armada y que 

explicaría la reaparición de focos guerrille-

ros en algunos países como México y Perú. 

Se han reactivado también viejos conflic-

tos territoriales entre Chile y Perú, Bolivia 

y Chile, Venezuela y la Guyana, Colombia 

y Nicaragua y de esta última con casi todo 

su vecindario. De otra parte, está claro que 

el involucramiento de las fuerzas militares 

nacionales en la lucha contra las drogas, 

como parte de la política de los Estados 

Unidos, ha contribuido a deslegitimar los 

ejércitos de la región y desnaturalizar su 

función de guardianes de la instituciona-

lidad democrática. Para todo el mundo es 

evidente que la región es hoy más insegura 

que hace algunos años.

La liberación de las barreras aran-

celarias(que antes guardaban las fronte-

ras como resultado de la expansión del 

libre comercio de cinco tratados de libre 

comercio que existían al comenzar la 

década de los 90 se pasó a 250 al comenzar 

el siglo XXI); los problemas fiscales que se 

tradujeron en muchos países en una des-

financiación de los cuerpos de seguridad, 

policía y justicia; los avances del Internet 

y las nuevas tecnologías de comunicación 

en las posibilidades de comunicación del 

mundo; la complicidad con el crimen orga-

nizado de gobiernos débiles o corruptos; las 

nuevas alianzas entre bandas criminales y 

el asentamiento de empresas criminales 

en regiones y ciudades (Naim, 2006), han 

creado un entorno favorable al desarro-

llo de nuevas formas delincuenciales a las 

cuales se suman nuevos riesgos y amenazas 

derivados de la propia globalización. 

La diversificación criminal ha encon-

trado un escenario propicio para sus activi-

dades antisociales en las grandes ciudades, 

afectadas por nuevas formas de delincuen-

cia como el tráfico de personas y de órganos 

humanos; la formación de pandillas como 

el Primer Comando Capital de Sao Paulo 

que este año ocasionó disturbios que termi-

naron en la ocurrencia de 272 muertes o la 

formación de verdaderos “ejércitos crimi-

La 
diversificación 
criminal ha 
encontrado 
un escenario 
propicio para 
sus actividades 
antisociales 
en las grandes 
ciudades, 
afectadas por 
nuevas formas 
de delincuencia 
como el tráfico 
de personas 
y de órganos 
humanos



118	 poliantea

nales” como el conformado por los 25.000 

integrantes de las “Maras” en Salvador; 

la violencia intrafamiliar; el consumo de 

drogas; el secuestro: cada hora se comete 

uno en América Latina; la polución del aire, 

la contaminación de la aguas, el cambio 

climático y su depredación por ciudadanos 

inconscientes. (Secretaría de Gobierno de 

Bogotá, 2008). 

Esta nueva forma de inseguridad ciu-

dadana, que supera los homicidios y las 

riñas como delitos tradicionales urbanos, 

está frecuentemente asociada a fenómenos 

sociales disruptivos como la fragmenta-

ción familiar, el desempleo, la informali-

dad, el abuso de drogas y la inexistencia 

de espacios ciudadanos para el fortaleci-

miento del capital social. El número de 

homicidios en América Latina - 90.000 

al año - es tres veces superior a la media 

mundial, siendo la violencia la principal 

causa de muerte entre los 15 y los 44 años. 

(Manrique, 2006). En total, esta ola con-

flictiva le cuesta a América Latina cerca de 

US$30.000 millones al año.

El recrudecimiento de la criminalidad 

aparece en momentos en que las fuerzas del 

orden, particularmente la Policía, comien-

zan a ser severamente cuestionadas en su 

efectividad y transparencia en algunos 

países. Uno de cada tres latinoamericanos 

no confía en su policía (Latinbarometro). 

Se recuerdan episodios como el caso 

Blomberg en Argentina o el del General 

José Gutiérrez Rebolledo, Zar Antidrogas 

de México, destituido por sus conexio-

nes con el Cartel de Tijuana. Interpol no 

funciona adecuadamente, no hay defini-

ciones unificadas sobre los tipos penales 

regionales que permitirían coordinar las 

acciones anticriminales transnacionales y 

los ejércitos hemisféricos, además de apa-

recer vinculados a tareas que antes eran 

competencia de la policía, como la lucha 

contra las drogas, no son compatibles ni 

en sus equipos ni en sus protocolos estra-

tégicos (Borrero,2008). 

Examinemos en detalle algunas de estas 

amenazas.

 Los delitos transnacionales
Como resultado de la caída de todas las 

barreras que antes protegían economías 

y sistemas políticos, han proliferado los 

crímenes transnacionales, “actividades 

que se consideran delitos penales en más 

de dos países” (Convención de Naciones 

Unidas contra el Crimen Transnacional, 

2003), como  el narcotráfico, el terro-

rismo, el tráfico de armas,  delitos infor-

máticos como las estafas con tarjetas de 

crédito, pornografía infantil, secuestros 

virtuales  o  ataques contra el medio 

ambiente. Estas nuevas conductas han 

revaluado los viejos conceptos sobre 

fronteras y soberanías territoriales y los 

han reemplazado por “límites” que pasan 

por encima de ellas; las fronteras, asimé-

tricas y desequilibradas, generan precios 

diferenciales entre las economías de los 

países que enfrentan sus realidades.  Por 

cuenta de estas amenazas contra la segu-

ridad global que viajan por fibra óptica, 

la violación de  la soberanía se ha con-

vertido en un excelente negocio (Naim, 

2006).

El desafío del narcotráfico
El narcotráfico es una de las principales 

amenazas que se cierne sobre la región; 

ningún país puede declararse indiferente 

frente a la dramática evidencia de un 



	 poliantea	 119

‡SUPLEMENTO ESPECIAL

negocio que mueve más de US$400.000 

millones anuales en el mundo. América 

Latina exporta, según la JIFE, organismo 

internacional de control de drogas adscrito 

al sistema de Naciones Unidas, 250 tone-

ladas de coca a Europa por año. Todos los 

países latinoamericanos, como producto-

res, distribuidores, de paso, lavadores de 

activos, vendedores de precursores quími-

cos o, simplemente, consumidores, están 

amenazados por esta patología global que 

no respeta fronteras ni leyes nacionales. 

La conducta criminal, asociada al pro-

blema de las drogas, más generalizada 

en América Latina puede ser el lavado de 

activos que consiste en el desarrollo de 

una serie de operaciones, realizadas por 

personas naturales o jurídicas, tendiente 

a dar aparente legalidad a bienes de origen 

ilícito con el fin de ocultar los rastros del 

delito precedente y disfrutar de la riqueza 

mal habida.

Los dineros que se lavan en la región 

pueden llegar a representar cerca del 

2.5% de su PIB y están produciendo efec-

tos devastadores en la solidez del sistema 

financiero y la calidad y funcionamiento 

de sus instituciones democráticas como se 

está demostrando en Brasil con la rebelión 

del  narco-menudeo protagonizada en Río 

de Janeiro por centenares de bandas o en 

México donde el gobierno del Presidente 

Calderón está l ibrando una cruzada 

heroica contra los carteles de la droga; 

también en Colombia donde la diabólica 

alianza entre el narcotráfico y los grupos 

armados al margen de la ley - guerrilla, 

paramilitares y narcoejércitos privados - 

ha producido en los últimos años una peli-

grosa escalada violenta que de no haber 

mediado los dineros de la droga como 

hilo conductor y financiador de las distin-

tas formas de violencia, se habría acabado 

hace varios años (Secretaría de Gobierno 

de Bogotá, 2008). 

 A pesar de los esfuerzos por establecer 

un marco de acción hemisférica contra 

estos delitos asociados con el narcotrá-

fico, como la creación de la Comisión 

Interamericana contra el Abuso de las 

Drogas (CICAD) y el Grupo de Acción 

Financiera de Sudamérica contra el 

Lavado de Act ivos de más reciente 

creación en el año 2000, las evidencias 

demuestran que las acciones delictivas 

de los narcotraficantes van mucho más 

rápido que las declaraciones oficiales 

sobre su combate y que el problema, antes 

que resolverse, se multiplica. En Estados 

Unidos se abre camino la idea, cada día 

más evidente, de que, a pesar de todos los 

esfuerzos realizados, la guerra contra las 

drogas se está perdiendo de forma irre-

mediable; se trata de una lucha sin cuar-

tel que cuesta US$30.000 millones por 

año y que ha llevado a encarcelar más de 

250.000 personas por delitos asociados 

con ellas que ya representan la cuarta 

parte de la población carcelaria; las auto-

ridades efectúan en promedio 1.7 millo-

nes de detenciones por año; lamentable-

mente, ya está claro, como lo demuestra 

el comportamiento de los precios de los 

estupefacientes, generalmente a la baja, 

el incremento en el número de consumi-

dores permanentes de los mismos como 

los 20 millones de jóvenes  consumidores 

habituales de marihuana y las estadísticas 

oficiales, según las cuales, la producción 

de los cultivos de marihuana ya estarían 

excediendo los de otros cultivos tradicio-

nales como el maíz.
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Como consecuencia de estas eviden-

cias se abre camino un interesante debate 

sobre la “teoría del daño” según la cual, en 

la guerra contra las drogas, se debe valorar 

cada medida que se tome en función de 

si reduce el daño social o lo incrementa; 

lamentablemente, todo parece indicar que 

en este caso particular la política represiva 

está incrementando y no rebajando el daño 

social (Naldeman, 2007). Si en algunos años 

la comunidad internacional no muestra 

resultados tangibles en la reducción del con-

sumo de estupefacientes, naturales y artifi-

ciales, tendrán que buscarse otras alternati-

vas de política como la de decriminalización 

de algunas de las etapas a través de las cuales 

se producen, distribuyen, financian y consu-

men las drogas latinoamericanas. 

Armamentismo y  seguridad ciudadana
América Latina está regresando a la carrera 

armamentista (The Economist, 2008) que la 

caracterizó al comienzo de la segunda mitad 

del siglo pasado cuando la actitud belicista 

fue abandonada y reemplazada por las ges-

tiones de paz adelantadas en algunos países 

y subregiones, como el Grupo de Contadora 

en Centroamérica; también influyó en este 

apaciguamiento el rechazo de las nuevas 

democracias a las salidas militaristas del 

pasado que se tradujo en una sensible dis-

minución  de los presupuestos militares y 
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el embargo a la venta de armas de alta tec-

nología decretado por el gobierno de los 

Estados Unidos para contribuir a la estabi-

lidad política del hemisferio. Durante estos 

años de calma, varios países, como Chile y 

Argentina, mostraron avances significativos 

en la defensa de los derechos humanos y el 

“destape” de responsabilidades por las vio-

laciones cometidas por altos mandos mili-

tares. Con el final de la Guerra Fría, el levan-

tamiento del embargo de la venta de armas 

por parte de los Estados Unidos, el aumento 

de la inseguridad ciudadana en las grandes 

ciudades, el deterioro social de estas demo-

cracias y la propagación, ya comentada, de 

las nuevas patologías globales, el afán arma-

mentista se ha reactivado empezando con 

las armas ligeras.

En la región existen 500 millones de armas 

ligeras en poder de  ciudadanos de las cuales 

300 millones tienen un origen ilegal, lo cual 

ayuda a  explicar por qué América Latina 

presenta el más alto nivel de homicidios 

con armas de fuego en el mundo; y por qué 

algunos países, como Colombia,  sobrepasan 

el número de vigilantes privados respecto a 

los efectivos regulares de policía.  En Brasil, a 

pesar del reciente Estatuto de Desarmamento, 

hay 15 millones de armas ligeras en manos 

privadas. A este paso, no debería descartarse 

que algunos países lleguen muy pronto a estar 

en la situación de los Estados Unidos donde 

el número de armas privadas ya está alcan-

zando el de sus habitantes. La disponibilidad 

de armas en poder de los ciudadanos, con el 

hacinamiento en las cárceles, la congestión 

judicial y la impunidad en la aplicación de 

los derechos humanos han sido identificados 

como los factores de mayor riesgo en materia 

de seguridad ciudadana que hoy confrontan 

los sistemas políticos latinoamericanos. 

Tener un arma en América Latina es con-

siderado un símbolo social de poder espe-

cialmente para los jóvenes que han nacido 

y se han educado dentro de una “cultura de 

la violencia” en que las armas confieren a los 

jóvenes el poder que, según ellos, les niega la 

sociedad. La mayor parte de estas armas de 

uso personal proviene de los antiguos países 

socialistas que están realizando a precio de 

quema sus viejos arsenales aprovechando 

esta predisposición colectiva de los latinoa-

mericanos a “andar armados”. ¿Qué hacer? 

Se necesitan nuevas políticas de seguridad 

ciudadana que empiecen por reconocer la 

estrecha relación entre las condiciones de 

inseguridad de nuestras ciudades y la calidad 

de vida en las mismas; los procesos de segu-

ridad urbana están estrechamente ligados 

con los de la seguridad humana, con la lucha 

contra la exclusión y a favor de la corrección 

de los desequilibrios sociales que, difundidos 

por los medios de comunicación, se convier-

ten en factor de ingobernabilidad para los 

alcaldes. La adopción de programas integra-

les de seguridad que realicen el “derecho a la 

ciudad” y entiendan que la seguridad es un 

medio para alcanzar el bienestar y no un fin 

–que es el segurismo– resultan definitivos en 

este propósito de “asegurar” las ciudades.  Se 

precisan políticas nuevas y agresivas de des-

arme ciudadano y respuestas más efectivas 

para contrarrestar nuevos comportamien-

tos delictivos como el “tráfico de personas 

y órganos” que se ha convertido en el tercer 

mercado ilícito global después de los merca-

dos de drogas y armas, un mercado en el cual 

América Latina, lamentablemente, participa 

como uno de sus grandes proveedores.

La carrera armamentista también incluye 

la adquisición de las armas de alta tecnología 

en las que hoy América Latina está gastando 
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US$34.000 millones al año para reequiparse 

y sostener un pie de fuerza que ya llega a un 

millón de efectivos, el 50% de los cuales están 

concentrados en Brasil y Colombia (Instituto 

de Investigaciones para la Paz de Estocolmo), 

lo cual explica que el  gasto militar en la región 

haya subido 24% en los últimos dos años. 

Cada país tiene sus propias razones para jus-

tificar la adquisición de nuevos armamentos. 

Colombia, para mantener su ofensiva contra 

la criminalidad organizada, la subversión y el 

paramilitarismo, mediante la compra de equi-

pos de vigilancia fluvial, helicópteros y radares. 

Venezuela, para resistir una “posible” invasión 

por parte de los Estados Unidos, ha incluido en 

su lista de compras cien mil fusiles AK, ocho 

buques de guerra, veinticuatro aviones Sujoi. 

Chile está comprando para enfrentar un even-

tual conflicto bélico con el Perú por sus fron-

teras marítimas y hacer “creíble”  su propio rol 

en el Pacífico. Perú lo hace para defenderse de 

Chile y prevenir el resurgimiento de Sendero 

Luminoso. Brasil lo necesita para consolidar 

su condición hegemónica en el hemisferio, 

asegurar un espacio permanente en el Consejo 

de Seguridad de Naciones Unidas, defender su 

espacio amazónico y desarrollar una industria 

militar geoestratégica en el área. Ecuador se 

arma para cuidar sus fronteras ardientes con 

Colombia. México lo hace para sostener la 

guerra contra el narcotráfico que está adqui-

riendo dimensiones épicas. Detrás de los per-

suasivos vendedores de armas sofisticadas para 

la guerra están los “vendedores de conflictos” 

para utilizarlas, después de los cuales  vendrán 

los vendedores de municiones para cargarlas. 

Las opiniones sobre este indiscutible 

“rearme latinoamericano” están dividi-

das; para algunos, se trata de una deci-

sión lógica en el camino de actualizar el 

equipamiento militar y ponerlo a tono con 

las nuevas exigencias de modernización 

bélica; otros arguyen que lo que está por 

detrás es el afán por consolidar liderazgos 

hegemónicos subregionales o ejercer pre-

siones disuasivas sobre potenciales enemi-

gos, siguiendo la enseñanza latina de “si 

vis pacem, para bellum”, si quieres la paz 

prepárate para la guerra (Coyuntura de 

Seguridad, 2008).

Seguridad alimentaria. Alimentos o combustibles: 
¿un falso dilema?
La escasez de alimentos como el alto precio 

de los mismos ha desatado en América 

Latina un interesante debate sobre el vir-

tual enfrentamiento entre la producción 

de energía a través de biocombustibles 

derivados de productos vegetales y la pro-

ducción de alimentos básicos en condi-

ciones de precios favorables. La discusión 

ha terminado por enfrentar opiniones y 

países como Venezuela y Brasil, colocado 

este último del lado de los Estados Unidos 

como grandes productores de etanol de 

origen vegetal. El dilema se ha resumido 

de manera un tanto simplista en una sola 

pregunta: ¿comida o gasolina? La respuesta 

a este interrogante comienza por entender 

las circunstancias de la  crisis energética 

actual que no obedece, -recordemos las 

crisis del pasado-, a problemas políticos 

asociados con la oferta de petróleo como 

a un “choque de demanda” explicado por 

el aumento del consumo en algunos países 

emergentes: China, India y Vietnam que se 

suma al agotamiento de las reservas tradi-

cionales y la dificultad de seguir extrayendo 

crudos marginales de pozos agotados. Los 

precios de los combustibles se han dispa-

rado también por la incertidumbre creada 

en zonas productoras como Irak y el efecto 
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de la burbuja especulativa de los “mercados 

de futuros” que están replicando y multi-

plicando virtualmente los aumentos atípi-

cos de los precios del petróleo y los alimen-

tos “comoditizados”. Forman parte de este 

escenario crítico los problemas productivos 

ocasionados por el calentamiento global y, 

como veremos a continuación, la propia 

competencia de los biocombustibles con la 

producción de alimentos.
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Los altos precios del petróleo han ter-

minado por viabilizar la producción de 

fuentes alternativas de energía que hace 

algunos años parecían inviables como la 

energía solar, la eólica o la nuclear. Con 

el 10% de la energía convencional del 

mundo, América Latina no ha estado 

ajena a este debate mundial. Es más, las 

diferencias en materia de reservas petro-

leras en el hemisferio han creado asime-

trías geopolíticas que han sido utilizadas 

por los países superavitarios para llevar 

adelante una forma de “petropolítica” 

hacia los países deficitarios, cambiando  

el mapa tradicional de la gobernabili-

dad hemisférica, caracterizado hasta hoy 

por el alineamiento o desalineamiento 

respecto a los Estados Unidos. Un buen 

ejemplo de ello es la conformación de 

Petrocaribe que sirve de punto de encuen-

tro a los países del Caribe organizados 

alrededor del compromiso venezolano de 

atender sus requerimientos energéticos a 

precios subsidiados. A esta repolarización 

se suma ahora la que resulta de comparar, 

dentro de la región, países exportadores 

e importadores de alimentos. La condi-

ción de economías importadoras de ali-

mentos y energía –que hoy caracteriza al 

82% de los países en el mundo– puede 

afectar también y severamente la estabi-

lidad política y económica latinoameri-

cana (Runge, Senaur, 2007). Las recientes 

nacionalizaciones energéticas de petró-

Cambios anuales en los precios de la comida
Incrementos en los precios de la comida por tipo para 2007



124	 poliantea

leo, energía y gas están demostrando 

que el camino neoliberal de las privati-

zaciones que caracterizó la década de los 

90 no era un sendero sin regreso y que 

la contradicción entre estado y mercado 

no es una nostalgia académica, sino una 

realidad vigente.

Desde luego, los alimentos, que hacen 

parte de los productos primarios, no han 

escapado de la onda inflacionaria que ha 

tenido un impacto impresionante en el 

mundo, especialmente en los países en 

desarrollo, por ser estos los más vulne-

rables. Entre marzo de 2006 y marzo de 

2008, el índice de precios de los alimentos 

se incrementó en 82% (Banco Mundial). 

El apetito de los países emergentes, espe-

cialmente China e India, no se limita a los 

metales o al petróleo; también está con los 

alimentos cuya alza desmesurada explicó 

en  2007 cerca del 70% de la inf lación 

en los países emergentes. Según la FAO 

(Food and Agriculture Organization) 

entre 2002 y 2008 el índice general de 

precios de los alimentos se incrementó 

de 94 a 218 y se prevé que esta tenden-

cia se prolongará por lo menos por diez 

años más (Acosta, 2008). Tiene, enton-

ces, razón The Economist cuando sostiene 

que “hemos llegado al final de la era de 

la comida barata”. El término “seguri-

dad alimentaria” se refiere a los peligros 

relacionados con la baja disponibilidad, 

en términos absolutos, de alimentos; dis-

tinto al de seguridad nutricional que tiene 

que ver con las condiciones de acceso a 

dichos alimentos y el poder nutritivo de 

los mismos.

No obstante lo anterior, bueno es 

aclarar que los precios de los alimentos 

venían de una época de bajos precios, 

pues entre 1974 y 2005 cayeron un 75% 

en términos reales ; a l incrementarse 

dichos precios en la misma proporción en 

los últimos dos años, no han hecho más 

que retornar a los niveles de 1974 reco-

brando así sus productores, su poder de 

compra. Naturalmente los más afectados 

son aquellos países que dependen más de 

la importación de alimentos y dentro de 

ellos, los estratos más bajos de la pobla-

ción que hoy  gastan en alimentos entre 

el 50% y el 70% de su precario ingreso. 

De allí las protestas y los disturbios que 

esta escasez de alimentos ha desatado en 

muchos países y que las Naciones Unidas 

ha definido como un verdadero “tsunami 

silencioso”. 

El incremento desmedido de los pre-

cios de los alimentos ha llevado al fenó-

meno mundial que algunos especialistas 

bautizaron como agroinflación. La pobla-

ción del mundo que crece cada año entre 

72 y 73 millones de personas demanda 

1.6 millones de toneladas de alimentos 

adicionales por año. El consumo per 

cápita de alimentos se incrementó en un 

30% en los últimos cinco años en las ciu-

dades receptoras de la población que se 

desplaza del campo. China se ha conver-

tido en el tercer importador de produc-

tos agrícolas, después de EEUU y Japón; 

se estima por parte de la OCDE que en 

los próximos cinco años podrían dupli-

carse las importaciones de alimentos 

por parte de China, pasando de 42.000 

millones de toneladas a 82.000 millones 

para el 2010.

Desde luego, los 
alimentos, que 
hacen parte de 

los productos 
primarios, no 
han escapado 

de la onda 
inflacionaria 
que ha tenido 

un impacto 
impresionante 

en el mundo, 
especialmente 

en los países en 
desarrollo, por 

ser estos los más 
vulnerables. 
Entre marzo 

de 2006 y 
marzo de 2008, 

el índice de 
precios de los 
alimentos se 

incrementó en 
82% (Banco 

Mundial).
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China: Evolución consumo de carne per cápita

Fuente: Acosta, Amylkar. 

Otro aspecto que ha venido incidiendo 

en esta espiral alcista de los precios de los 

alimentos tiene que ver, como veremos 

más adelante, con el desorden climático, 

unas veces por exceso de lluvias y otras 

por falta de ellas. En el África del Norte, 

por ejemplo, la producción de trigo cayó 

28% en el 2007 con respecto al 2006 a 

consecuencia de las sequías en Egipto y 

Marruecos; el maíz y el arroz vieron afec-

tada su oferta por cuenta de las lluvias 

torrenciales que azotaron África Oriental 

y Asia y que concentraron el 49% de la 

producción mundial de cereales en el 

2007. La Unión Europea se resintió por la 

sequía prolongada en Europa Suroriental 

donde la producción de trigo particular-

mente cayó en un 35% y 45% en Bulgaria 

y Rumania, respectivamente. El Informe 

sobre el Desarrollo Humano del PNUD, 

luego de afirmar que “el cambio climático 

daña la agricultura de los países en desa-

rrollo”, pronostica que vendrán peores 

épocas si no se frena esta alocada carrera 

del hombre hacia su propia destrucción. Y, 

para rematar, los inventarios, en el caso de 

los cereales por ejemplo, están en su punto 

más bajo en los últimos 30 años.

A lo anterior se vienen a añadir las 

medidas tomadas por los distintos países 

productores de alimentos, las cuales han 

venido distorsionando los precios. Nos 

referimos, en primer lugar, a los subsi-

dios y ayudas de los cuales son directos 

beneficiarios agricultores y productos del 

campo para la exportación en los países 

desarrollados, especialmente en la Unión 

Europea y en Norteamérica que canalizan, 

conjuntamente, más de US$1.000 millones 

diarios de subsidios que van a parar a los 

bolsillos de sus agricultores, configurando 

así un cuadro de competencia interna-

cional desleal con  excedentes agrícolas y 

pecuarios exportables. Los subsidios a la 

exportación agrícola contribuyen también 

a dañar la capacidad y la estabilidad social 

del medio rural en muchos países en desa-

rrollo (Gurria, 2008). Este dumping explica 

el hecho de que entre 1994 y 2004 la pro-

ducción de alimentos en todos los países en 

desarrollo cayó en promedio un 10% res-

pecto a la década del 90. 

Los subsidios a 
la exportación 
agrícola 
contribuyen 
también a 
dañar la 
capacidad y 
la estabilidad 
social del 
medio rural en 
muchos países 
en desarrollo 
(Gurria, 2008).
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La crisis ha afectado también a los productores de los países de la OECD, quienes han visto drásticos 
recortes en los subsidios. La gráfica muestra el porcentaje de éstos sobre el PIB. Fuente: “Agricultural 
policies in OECD countries: at a Glance”. OECD, 2008.

El reciente fracaso de la negociación 

en el seno de la Organización Mundial 

de Comercio (OMC) de la Ronda de 

Doha para el Desarrollo, se debe preci-

samente a la obstinación y al empecina-

miento con que los países desarrollados 

defendieron los subsidios, las ayudas y 

su política proteccionista a contrapelo de 

su retórica librecambista (Acosta, 2008). 

Transcurrieron ocho años desde que se 

inició dicha negociación, que debió haber 

concluido en 2004, sin que se lograran 

remover las barreras impuestas al libre 

acceso de las exportaciones de los países 

en desarrollo a los países desarrollados 

y estos, además, accedieran al recorte 

primero y al desmonte después de las 

subvenciones a sus excedentes agrícolas 

exportables. Muy a su pesar, Pascal Lamy, 

director general de la OMC, le tuvo que 

anunciar en Doha a un mundo desespe-

ranzado: “No andaré por las ramas. Esta 

reunión ha fracasado”.

Sin caer en la actitud tremendista de 

algunos sectores de opinión que atribuyen 

toda la responsabilidad de la crisis alimen-

taria actual a la producción de los biocom-

bustibles que ellos consideran como un 

“crimen contra la humanidad” (Ziegler, 

2008), sí es necesario establecer matices 

y diferencias entre los distintos tipos de 

agrocombustibles. Algunos de ellos como 

el maíz, pueden producir efectos catastró-

ficos más graves que el daño que preten-

den conjurar. Se sabe, por ejemplo, que el 

alcohol de maíz apenas libera una energía 

alternativa equivalente a la que se emplea 

para producirlo y que la competencia entre 

el maíz amarillo, que se utiliza para la pro-

ducción de concentrados para animales y 

alcohol, y la de maíz blanco que se utiliza 

para fines alimenticios, como la produc-

ción de tortillas en México, ha terminado 

por duplicar el precio del maíz alimenticio 

por la competencia con el maíz energético 

(The Economist, 2007). Los subsidios que 
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generosamente dispensa el gobierno de 

los EEUU a los productores de maíz han 

servido más para enriquecerlos a ellos que 

para reducir los efectos del cambio climá-

tico (Stiglitz, 2008). Algo similar podría 

acontecer con la utilización del “cazabe”, 

un tubérculo de alto consumo en las comu-

nidades indígenas latinoamericanas que 

comienza a ser utilizado para la producción 

de etanol (Runge, Senaur, 2007) con un alto 

impacto social como lo prueba el hecho de 

que su precio haya crecido en un 35% en 

los últimos años. Otros biocombustibles, 

por el contrario, como el etanol, a base de 

caña de azúcar y la mayor parte de los tipos 

de biodiesel son bastante “amigables” en 

términos económicos y medioambienta-

les. La caña de azúcar, por ejemplo, ocupa 

menos espacio, libera más energía y es más 

sustentable. Hasta llegar a los denominados 

biocombustibles de segunda generación, 

como los derivados de complejos procesos 

celulósicos que resultan definitivamente 

más aceptables. Finalmente, no es cierto, 

como se ha afirmado, que la producción 

de biocombustibles haya “acabado” con la 

tierra cultivable para fines alimenticios si se 

tiene en cuenta que los 14 millones de hec-

táreas sembradas para este fin representan 

el 1% de la superficie cultivable del mundo 

(Liebrich, 2008)24. Hacia delante, empero, 

sería importante establecer programas de 

ordenamiento de tierras para priorizar 

la producción alimentaria por encima de 

cualquier otro destino.

Cuando en los años 70 las viejas pre-

dicciones apocalípticas maltusianas lle-

varon a pensar que el mundo empezaba 

a morirse de hambre, nació, como res-

puesta, la denominada “revolución verde” 

que cambió sustancialmente los patrones 

de productividad del campo. Hoy día 

estamos enfrentados a una coyuntura 

parecida. Sin caer en la revolución de los 

transgénicos que sería tanto como saltar 

de la sartén para caer en el fuego, América 

Latina, para enfrentar este desafío a su 

seguridad, tiene que invertir mucho más 

en investigación agrícola,  apoyar  su 

agricultura tradicional y diseñar un pro-

grama de ayudas alimenticias para los 

sectores más necesitados. Para financiar 

esta tarea debe buscar fuentes alternati-

vas como lo están haciendo otros países y 

regiones del mundo. La propuesta, muy en 

boga en Europa, de colocar un impuesto al 

carbón por su poder contaminante (The 

Economist, 2008) no es aceptable para 

América Latina, uno de los principales 

exportadores mundiales; podría pensarse 

en establecer globalmente el impuesto a 

las transacciones de capitales que propuso 

Tobin hace ya varios años, para equilibrar 

las cargas entre países ganadores y perde-

dores de la globalización.

Los peligros para la seguridad del 
calentamiento global
El calentamiento global es el fenómeno 

de aumento de temperatura -entre 2.7 y 

4.5 grados centígrados- en los próximos 

cincuenta años (Arnaud, 2008) produ-

cido por la retención de energía solar en 

la atmósfera como consecuencia de la 

proliferación de la emisión de algunos 

gases que producen un efecto “inverna-

dero” al retener el calor (Hood, 2007). 

Este calentamiento  se atribuye directa 

o indirectamente a la actividad humana 

para diferenciarlo de la variabilidad natu-

ral del clima observada durante periodos 

de tiempo comparables (Arjona, 2008). 
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parecida.
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Se estima que como resultado de esta 

amenaza que ya es real, podrían desaparecer 

entre el 20% y el 30% de las especies vivas del 

planeta con un costo estimado del 1% del 

producto bruto interno global (Stern, 2008). 

Aunque América Latina tiene una muy baja 

responsabilidad en la emisión de estos gases 

-el 5.5% del mundo resultante de la deforesta-

ción- y aunque posee reservas naturales muy 

valiosas para su mitigación y apaciguamiento, 

hoy la región está sufriendo sus efectos como 

cualquier otra parte del mundo. La produc-

ción de carbono contaminante es de 2.4 tone-

ladas-persona-año en América Latina frente 

a 8.3 toneladas en Europa y 19.8 en Estados 

Unidos (UNEP, 2008). América Latina tiene 

también un alto potencial de energías reno-

vables que representan el 12% del mundo y 

que sirven de contrapeso al impacto climá-

tico producido por los combustibles fósiles 

(UNEP, 2008).

Entre las principales consecuencias del 

efecto invernadero para la región están el 

hambre de su población, la escasez de agua, 

la extinción de algunas especies tropicales, la 

desaparición de los páramos, la destrucción 

de la selva amazónica -considerada como la 

gran reserva de la biodiversidad universal- el 

aumento del número e intensidad de los hura-

canes particularmente en la zona del Caribe 

(Emanuel, 2006), la destrucción de grandes 

formaciones coralinas y el agravamiento del 

fenómeno metereológico del Niño que viene 

azotando la región pacífica norte de la subre-
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Latinoamérica y el Caribe siguen la tendencia mundial. Los estudios indican que la temperatura de la región, 
con algunas variaciones, se ha incrementado a lo largo del siglo XX; un incremento gradual desde inicios del 
siglo, con excepciones en la década del 70, que fueron de nuevo revertidos en la década subsiguiente, siendo los 
últimos diez años el periodo más caluroso-.  Fuente: GRIDA, 2008.

Tendencias en las temperaturas regionales promedio (C°)
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gión suramericana, desde hace varios años. Su 

efecto social es igualmente preocupante; 180 

millones de personas podrían llegar a verse 

afectadas por la falta de agua en los próximos 

veinticinco años y la mitad de la población, 

que habita a menos de 100 kilómetros de dis-

tancia de las costas, resultaría afectada por las 

inundaciones resultantes del aumento de los 

niveles de los mares como consecuencia del 

derretimiento de los glaciares y las saliniza-

ción de acuíferos cercanos a los litorales mari-

nos (UNEP, 2008).

La tragedia del calentamiento global debe 

enfrentarse con la reducción de la emisión de 

gases y el desarrollo de proyectos ambienta-

les que ayuden a mitigar su impacto. Estados 

Unidos ha sido renuente a adquirir compro-

misos efectivos en esta tarea a pesar de ser el 

mayor contaminador del mundo; empero, 

ha aparecido una nueva conciencia ecológica 

sobre esta amenaza en algunos ciudades y 

Estados norteamericanos que ya han acep-

tado los compromisos internacionales de 

reducción de gases. La UE, por su parte, ya 

está en camino de honrar el cumplimiento de 

los mismos estándares. Existen iniciativas de 

mercado, como los mecanismos de desarrollo 

limpio (CDM) que comienzan a permitir que 

algunos países pongan en marcha proyectos 

de alivio ambiental que ayudarían a compen-

sar la emisión de gases (Medina, 2008). Un 

21.8% de estos proyectos se encuentran  loca-

lizados en América Latina y la mitad de ellos 

se refiere a proyectos energéticos sustentables. 

Sin embargo, la principal preocupación que 

surge alrededor de la aplicación de estos ins-

trumentos es la forma como especuladores 

financieros internacionales, principalmente 

europeos, se están aprovechando al descon-

tar los “bonos verdes” a través de los cuales 

se titularizan estas operaciones para quedase 

con la mayor parte de las utilidades. La coope-

ración europea en esta materia vital debería 

entonces dirigirse a preservar la utilidad de 

los mecanismos de desarrollo limpio, incen-

tivar proyectos de responsabilidad social sus-

tentables por parte de las empresas europeas 

que actúan en la región y ofrecer cooperación 

internacional para canalizar recursos hacia la 

prevención y atención de los desastres natura-

les ocasionados por el calentamiento.

En los temas de alimentos, armamen-

tismo ciudadano y drogas, América Latina 

debe desarrollar una estrategia de “seguridad 

ambiental colectiva” que asegure la goberna-

bilidad verde en los próximos años. Esta carta 

de navegación hacia el futuro debe incluir 

temas como la cooperación internacional, el 

derecho a la salud, el equilibrio de sus recur-

sos para la adaptación de sus ecosistemas al 

embate del cambio climático, la preservación 

de sus recursos naturales, la administración 

de las reservas hídricas, la planificación de las 

grandes ciudades en condiciones sustentables, 

la protección de la biodiversidad, el control de 

la emisión de gases y la tramitación de leyes 

contra los delitos ecológicos como el tráfico 

de especies vivas, la biopiratería, la venta de 

desechos tóxicos y la contaminación de aires 

y aguas (Arnaud, 2008). 

La crisis del viejo modelo de seguridad hemisférica
El esquema de seguridad hemisférica que 

hoy nos rige se oficializó con el Protocolo 

de Río de Janeiro de 1942 que creó la Junta 

Interamericana de Defensa y, más tarde, 

con la aprobación en 1947 del Tratado 

Interamericano de Asistencia Reciproca, 

TIAR, que buscaba organizar la defensa 

de la región frente a una posible invasión 

comunista, cuando apenas comenzaba la 

llamada Guerra Fría. La estrategia fue rei-
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terada en la creación de la Organización 

de Estados Americanos, la suscripción del 

Tratado Amistoso de Soluciones Pacíficas 

(1948) y estigmatizada con la exclusión 

de Cuba de la comunidad interameri-

cana. Posteriormente, se buscó de manera 

poco orgánica, responder a la aparición 

de nuevos asuntos creando comisio-

nes y protocolos para enfrentar asuntos 

puntuales de la seguridad. Así surgió la 

Comisión para el Control del Abuso de 

Drogas (CICAD), la Comisión Especial de 

Seguridad Hemisférica (CSH), el Comité 

Interamericano contra el Terrorismo 

(CICTE) y el Tratado de Tlatelolco contra 

la proliferación de armas nucleares. La 

Declaración sobre Seguridad Hemisférica 

de México (2003) puede considerarse 

como una gran mea culpa de lo que no 

se hizo durante muchos años en materia 

de seguridad integral. Mientras tanto, 

las subregiones, buscaban la manera de 

defenderse de  nuevas amenazas lejanas 

del concepto tradicional de Clausewitz de 

enfrentamientos entre gobiernos, naciones 

y ejércitos (Borrero, 2008). 

Los países de la subregión andina sus-

cribieron la Declaración de Galápagos que 

incluyó, entre el catálogo de problemas 

securitizables, la seguridad alimentaria 

y la sostenibilidad ambiental; también 

propusieron una zona de paz para el área 

(Grebe, 2004). La Declaración de Ushuaia, 

suscrita por los socios de Mercosur (2002) 

definió una zona libre de armas nucleares 

anticipándose a la propuesta, más reciente 

y ambiciosa de Brasil para crear un Consejo 

Suramericano de Defensa que pretende 

conformar un “escudo militar” de Panamá 

hacia el sur que sirva de contrapeso a los 

acuerdos que en materia de seguridad 

vienen estableciendo los Estados Unidos y 

México que, paradójicamente, fue el primer 

país del hemisferio en romper con los com-

promisos del TIAR.  La subregión Caribe, 

por su parte, desde hace varios años ha con-

formado un sistema regional de seguridad  

considerado como uno de los más avanza-

dos en construcción institucional y defini-

ción de mecanismos de acción del Estado 

(Restrepo, 2004). Los mecanismos de 

cooperación para la seguridad centroame-

ricana, Condeca, también han contribuido 

a mejorar las condiciones de seguridad en 

el área con avances significativos como el 

Pacto de Esquipulas que abrió las puertas 

para su pacificación definitiva.

Con la caída del Muro de Berlín que divi-

día simbólicamente el mundo entre comu-

nistas y capitalistas y el recrudecimiento 

de una serie de patologías globales como el 

narcotráfico, la corrupción, el armamen-

tismo, el terrorismo y el tráfico de seres y 

órganos humanos, se modificó totalmente 

el mapa de riesgos del mundo; América 

Latina no fue la excepción. Por los canales 

abiertos de la globalización hoy día no solo 

circulan bienes, servicios, flujos financieros 

y datos; también lo hacen drogas, armas, 

corruptos, mercancías de contrabando y 

dólares sucios que llevan a la comisión de 

crímenes transnacionales que producen 

profundos efectos desestabilizadores en la 

capacidad institucional de gobernarnos, la 

integridad territorial, la cohesión social, las 

identidades nacionales y la institucionali-

dad democrática (Síntesis, 2006).

  

 El nuevo modelo de seguridad hemisférica: la 
seguridad colectiva
Por todas estas razones, la región necesita una 

nueva política de seguridad hemisférica que le 
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permita pasar de la seguridad defensiva de la 

guerra fría a la seguridad colectiva de la nueva 

era, una nueva política que, sin prescindir de 

mecanismos de coerción que supriman las 

agresiones, desarrolle políticas persuasivas de 

seguridad basadas en la concertación y la legi-

timación social (Restrepo, 2004). Esta nueva 

política debe ser multilateral y multidimensio-

nal en la medida en que se debe autolegitimar 

por la decisión de todos los países de acatarla 

y por la integralidad de las acciones que la 

pongan en práctica (OEA, 2002). La política 

de seguridad colectiva se diferencia de la polí-

tica de seguridad preventiva defendida por la 

administración Bush que, buscando anticipar 

la respuesta a las agresiones, termina conver-

tida en un peligroso instrumento de interven-

ción unilateral que subordina ciertos princi-

pios como el respeto a los derechos humanos 

y las garantías procesales a la seguridad del 

Estado. La situación por la que atraviesan 

los prisioneros de Irak en el confinamiento 

de Guantánamo es un ignominioso ejemplo 

de a dónde puede conducir la seguridad pre-

ventiva. La nueva política debe estar, por ello, 

más cercana a la nueva política de seguridad 

europea, multidimensional, multilateral y 

partidaria de la solución pacifica de contro-

versias (Diamint, 1999). 

El actual esquema hegemónico norteame-

ricano -reiterado recientemente con la reac-

tivación de la IV Flota para el Caribe- hace 

inefectivo cualquier acuerdo  que puedan 

hacer los países latinoamericanos con los 

Estados Unidos que parta de la base de com-

partir con ellos un potencial defensivo en el 

cual todos los países del área, distintos a los 

Estados Unidos, no llegan al 10% del presu-

puesto militar efectivo de todo el hemisferio. 

Los acuerdos subregionales de seguridad 

para temas específicos de seguridad, incluida 

la alianza de componentes militares nacio-

nales que hoy no son totalmente sumables 

por tratarse de sistemas de armas diferentes, 

la coordinación de acciones de inteligencia, 

dentro de un concepto amplio de seguridad 

humana, parece ser la mejor vía para asegurar 

democráticamente la región.

La primera tarea que tendrá que encarar 

la nueva política es revisar el viejo concepto 

de  fronteras  territoriales que están siendo 

desbordadas, por no decir violadas, por estos 

fenómenos violentos. La supuesta inamovi-

lidad de las  antiguas fronteras “soberanas” 

ha comenzado a vivir en la práctica un reaco-

modamiento que obliga a pensar en un nuevo 

modelo de manejo constitucional y político 

de la seguridad latinoamericana (Sierra, 

2008). Las fronteras geográficas han sido 

reemplazadas por los límites globales; el pro-

blema radica en que estos últimos no coinci-

den necesariamente con aquellas; lo interno y 

lo externo tienden a confundirse hoy en una 

sola realidad que amerita respuestas colecti-

vas y solidarias, donde el concepto decimo-

nónico de soberanía trasciende las líneas de 

los mapas que dividen arbitrariamente los 

países por ríos, pedazos de selva o cordilleras 

inamovibles.

La política de seguridad colectiva debe 

también reiterar como suyos los principios 

que durante muchos años han inspirado la 

convivencia internacional latinoamericana: el 

respeto de los derechos humanos, la no inter-

vención en los asuntos internos de los Estados, 

el sometimiento a los tratados internacionales 

y la solución pacífica de controversias. Este 

último paradigma debe concretarse en un 

propósito específico de convertir el hemisfe-

rio en una zona de paz como se propuso en 

Brasilia en el año 2001. Pasos importantes en 

esta dirección se han dado con el Tratado de 
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Tlatelolco que declaró la región libre de armas 

de destrucción masiva y pruebas nucleares. La 

“zona de paz” sería el referente obligado de la 

nueva política asumiendo que ella no consiste 

en la ausencia de conflictos, sino en la defini-

ción de  maneras consensuales para resolverlos. 

La tarea empieza por distinguir entre riesgos y 

amenazas, pues no todo riesgo se convierte en 

amenaza  (Rojas Aravena, 1999).

Así entendido el mapa de riesgos y 

amenazas, la nueva política alcanzaría 

objetivos más amplios como la seguridad 

energética, la autosuficiencia alimentaria 

y la sostenibilidad ambiental que serían 

enfrentados con instrumentos concretos 

como una fuerza multinacional regional 

la “OTAN Latinoamericana” que permita 

reducir gradualmente los gastos militares, 

especialmente en la compra de armamento 

pesado y la creación de un Organismo de 

Coordinación de Defensa, como el pro-

puesto por Brasil que contribuya a desar-

mar a nuestros ciudadanos, reprimir con-

juntamente el tráfico de drogas, proscribir 

el uso de la fuerza para reprimir luchas 

sociales, honrar los tratados internaciona-

les humanitarios como la Convención de 

Ottawa sobre minas antipersonales y res-

ponder solidariamente a los estragos cau-

sados por desastres naturales. 

 El X Foro de Biarritz 2009: nuevo discurso en la 
relación Europa-América Latina para celebrar el II 
Centenario de la Independencia 

Estas ref lexiones sobre el estado y el 

futuro de la gobernabilidad democrática en 

la región  son pertinentes cuando la comu-

nidad iberoamericana se apresta a celebrar 

el segundo centenario de la Independencia. 

La agenda internacional latinoamericana 

ha estado demasiado concentrada en los 

temas que interesan a los Estados Unidos 

como la lucha contra el narcotráfico y el 

terrorismo o el libre comercio. Europa, 

liderada por España, podría ayudar a 

enriquecer esta agenda con otros temas 

que forman parte de preocupaciones más 

sentidas regionalmente como la supervi-

vencia de sus posibilidades de gobernar 

en democracia, la adopción de un modelo 

alternativo de desarrollo orientado hacia la 

competitividad en lo económico y la inclu-

sión en lo social o la creación, no menos 

importante, de una nueva red política de 

gobernabilidad democrática. Los derechos 

humanos, la sostenibilidad ambiental, la 

cohesión social, el fortalecimiento de los 

partidos, la convivencia ciudadana, la glo-

balización de sus ciudades, el equipamiento 

energético, la creación de nuevas redes de 

innovación en ciencia y tecnología, como 

parte de un concepto amplio de goberna-

bilidad democrática, podrían formar parte 

del nuevo “discurso” de relación entre 

Europa y América Latina. Definir el conte-

nido y los alcances de este nuevo discurso 

será materia del X Foro de Biarritz que se 

llevará a cabo en la emblemática ciudad de 

Quito en el año 2009.
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